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Resumen 
La protección de ecosistemas estratégicos en el país, particularmente en el 
municipio de Manizales, caso Río Blanco, se ha visto en entredicho con el auge del 
desarrollo urbanístico, sumado a posiciones administrativas que van más encaminadas a 
favorecer intereses particulares que generales. La estrategia adoptada por la administración 
municipal para materializar dichos fines, se ha encaminado a variar de manera intempestiva 
los Planes de Ordenamiento Territorial (POT), sin sujeción estricta a las formalidades 
legales que delimitan su proceder en materia de protección de reservas de especial 
importancia, situación que amenaza constantemente el recurso hídrico de los manizaleños y 
de zonas aledañas, como fuente primaria, y la totalidad del ecosistema estratégicos, espacio 
donde convergen multiplicidad de especies y recursos de la región. 
En consonancia con lo anterior, el trabajo propuesto procura advertir y estudiar cuál 
ha sido el punto de quiebre con el que la administración indefectiblemente se aparta de los 
POT para dar paso al desarrollo urbano, situación que sin lugar a dudas genera un desafío 
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en materia de protección de reservas ambientales; en consecuencia, la obligación de la 
administración de replantear estrategias que se ajusten a las necesidades socio-ambientales, 
para que éstas no sean de ninguna manera excluyentes. 
Palabras Clave: Medio ambiente, Reserva de protección ambiental, Plan de Ordenamiento 
Territorial, Licencia de Urbanización. 
Abstract 
The protection of strategic ecosystems in the country, particularly in the Municipality of 
Manizales, in the case of Río Blanco, has been challenged by the boom in urban 
development, added to administrative positions that are more aimed at favoring particular 
than general interests. The strategy adopted by the Municipal Administration to materialize 
these purposes, has been aimed at changing untimely Territorial Planning Plans, without 
strict adherence to legal formalities that define their actions in terms of protection of 
reserves of special importance, a situation that threatens constantly the water resource of 
the Manizaleños, as primary source, and the totality of the strategic ecosystem, space where 
converge multiplicity of species of the region. 
In line with the above, the proposed work seeks to warn and study what has been the point 
of break where the administration invariably departs from land use plans to give way to 
urban development, a situation that undoubtedly generates a challenge in terms of for the 
protection of environmental reserves; consequently, the obligation of the Administration to 
rethink strategies that adjust to the socio-environmental needs, and these are not in any way 
exclusive. 
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De acuerdo a lo investigado se ha podido encontrar que la discusión en torno a la 
protección de la Reserva Río Blanco ha generado múltiples debates de índole político y 
social, toda vez que la misma ha polarizado las opiniones y sentires de la sociedad de 
Manizales, pues las posiciones encontradas oscilan entre la defensa de lo público o la 
preponderancia del interés privado en pro del “Desarrollo Urbanístico”.  
El presente trabajo tiene como finalidad darle relevancia al criterio ambiental en el 
marco de la Constitución Política del 1991 y de los diferentes convenios y tratados de 
carácter internacional que enmarcan y denotan la importancia de este criterio para la 
sociedad, que una vez sustentados, analizados y ponderados los criterios hacen del medio 
ambiente un factor esencial y primordial para el desarrollo social; así pues, se ahondará de 
manera particular en la problemática planteada sobre la Reserva Río Blanco ubicada en la 
ciudad de Manizales, pues dicha zona desde el año 2003, a partir de diferentes normativas y 
regulaciones, se ha visto afectada por parte de las entidades descentralizadas del municipio 
y la autoridad legislativa del mismo a partir de sus actos administrativos. La Reserva Río 
Blanco ha visto vulnerados sus derechos, paralelamente a lo ocurrido con el río Atrato, que 
recorre el departamento del Chocó y Antioquia, donde también existió una violación y uso 
desmedido del mismo. La Corte constitucional en sentencia T 622 del 2016  dictó un fallo 
hito en el cual le otorgó a dicho afluente la calidad de sujeto de derechos; razón por la cual 
es posible manifestar que  la reserva Río Blanco también debe ser declarada como sujeto de 
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derechos, pues pertenece a un ecosistema estratégico tanto desde un enfoque ambiental 
como desde una perspectiva de recurso renovable pero limitado y finito, situación que ha 
suscitado cierto conflicto entre intereses particulares y sociales por el uso del sector donde 
se encuentra ubicada. Como consecuencia, se encuentra en entredicho la relevancia de las 
zonas “protegidas” dentro del Estado colombiano. Una prueba de ello, es que en la 
actualidad se han otorgado privilegios y prerrogativas a la empresa constructora CFC para 
intervenir en el sector, lo que deriva en un choque frente a los derechos conferidos a las 
zonas de protección ambiental, por lo cual se destaca que se trata de una “reserva 
protegida" por la calidad conferida por la ley y la jurisprudencia.  
Con la presentación de este artículo, se pretende dilucidar las problemáticas 
existentes, y diferenciar entre los conceptos que a la fecha se han dictado sobre el tema y a 
su vez ahondar en la determinación de la utilidad y coherencia de los planes de 
ordenamiento territorial con la protección efectiva de los derechos que deben deprecarse de 
este tipo de espacios, que según la norma, goza de prevalencia y salvaguarda constitucional. 
Al día de hoy se encuentran interpuestas dos acciones de nulidad y una acción popular que 
tienen como finalidad, primero, salvaguardar los derechos de la reserva Río Blanco como 
zona de especial protección por pertenecer a un ecosistema estratégico “sujeto de derechos” 
y segundo, establecer los parámetros legislativos o normativos en los cuales se debe 
amparar la protección a dichos espacios. Existen a la fecha organizaciones y movimientos 
ambientalistas creados con la finalidad de buscar la protección de la reserva efectiva, lo 
cual se traduce en la oposición al desarrollo urbanístico desarrollado en el sector por parte 
de un privado.  
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Materiales y métodos 
La investigación abordada presenta un enfoque socio-jurídico. Del establecimiento 
de la pregunta de investigación se determina la necesidad de abordar el presente trabajo 
desde un dicho enfoque en virtud a que se corresponden problemáticas y dinámicas socio - 
culturales suscitadas por el establecimiento de normas que como se verá, pretenden regular 
situaciones fácticas que conllevan al desmedro del interés general; para el presente caso el 
deber ser correspondería al cuidado y vigilancia efectiva del ambiente, así como de los 
recursos naturales de las cuales goza el ser humano.  
Adicionalmente, el presente artículo cuestiona, analiza y critica la aplicación de 
normas de rango municipal sobre diferentes fenómenos sociales e indaga sobre su 
efectividad con relación a una problemática socio-ambiental que tiene relación en un mayor 
grado con la sociología y las ciencias naturales que con el derecho mismo. En consecuencia 
, el componente social abarca una multiplicidad de disciplinas que deben evaluarse de 
manera integral a la luz de un contexto determinado, dejando en evidencia que la norma 
jurídica es la ponderación de los elementos enunciados,  espacio de tiempo que se ha 
querido abordar no solamente visto como un problema que aqueja la época actual sino 
establecer cuáles han sido las dinámicas jurídicas que han permitido vislumbrar o no 
soluciones al mismo, así como la manera en que se muestra un esquema normativo como el 
POT, de cara a la necesidad global de protección de ecosistemas estratégicos y/o de 
especial protección. 
Abordar el estudio del presente artículo desde un enfoque socio-jurídico, deberá 
ahondarse desde una perspectiva cualitativa, toda vez que se priorizará la observación de la 
realidad social existente dentro de un espacio de tiempo determinado en ponderación con 
6 
las normas existentes y que pretendan regular las interacciones sociales, generando así la 
consolidación y/o convalidación de herramientas hermenéuticas que permitirán responder 
al problema inicialmente planteado. Por consiguiente, establecer la eficacia de la 
normatividad aplicable a la protección real y efectiva del medio ambiente en pro no sólo de 
éste sino también a las del ser humano que cohabita en estos espacios, denominado por la 
norma como de “especial protección”. Para el caso concreto, mal se haría en querer 
establecer una metodología cuantitativa, toda vez que lo que se examina son las conductas, 
acciones y consecuencias derivadas de la aplicación de una norma sobre una situación 
fáctica generada en un lugar determinado y un espacio de tiempo concreto que no permite 
como resultado soluciones o interpretaciones exactas, pues no hay dependencia exclusiva 
de un sólo elemento, sino de contextos dinámicos enmarcados dentro de puntos de vista 
ideológicos, culturales, sociológicos e históricos. 
Marcos de referencia 
Marco Normativo 
- Constitución Política de Colombia.  
- POT 2001, y modificación del 2003, POT 2007, POT 2017 
- Decreto 289 del 28 de mayo de 2015. Plan parcial la aurora 
- Resolución 206 del 8 de mayo de 2015 
- Decreto 2372 de 2010 
- Decreto 4065 del 2008 
- Decreto Ley 2811 de 1974 
- Ley 99 de 1993 
- Ley 165 de 1994 
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- Decreto Ley 216 de 2003 
- Ley 9 de 1989 
- Ley 388 de 1997 
- Ley 1682 de 2013 
Marco Teórico 
- Plan de Ordenamiento Territorial: con base en el artículo 9 de la Ley 388 de 1997: 
 El plan de ordenamiento territorial que los municipios y distritos deberán 
adoptar en aplicación de la presente Ley, al cual se refiere el artículo 41 de 
la Ley 152 de 1994, es el instrumento básico para desarrollar el proceso de 
ordenamiento del territorio municipal. Se define como el conjunto de 
objetivos, directrices, políticas, estrategias, metas, programas, actuaciones 
y normas adoptadas para orientar y administrar el desarrollo físico del 
territorio y la utilización del suelo. 
-  El concepto del POT, debe entenderse como un instrumento jurídico mediante el 
cual las entidades territoriales, posibilitan la  planificación y correlativo 
ordenamiento del territorio, para lo cual se denotan y ponderan las características 
físicas propias de cada ente territorial para el desarrollo, urbano, urbanístico, e 
incluso social, cultural y económico. Sin embargo, no puede excluirse de este 
concepto la salvaguarda de los derechos fundamentales y ambientales que trae 
consigo la Constitución de 1991, que tiene una orientación o concepción 
ambientalista y garantista que propende por un estado de bienestar. Al ahondar 
dentro de la definición del POT, debe resaltarse que su objetivo primordial es la de 
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integrar los conceptos de planificación física y sostenible de los espacios que 
conforman cada territorio.  
- Reserva Forestal Protectora: el artículo 12 del Decreto 2372 del 2010 las define 
como: 
 El Espacio geográfico en el que los ecosistemas de bosque mantienen su 
función, aunque su estructura y composición haya sido modificada y los 
valores naturales asociados se ponen al alcance de la población humana para 
destinarlos a su preservación, uso sostenible, restauración, conocimiento y 
disfrute. Esta zona de propiedad pública o privada se reserva para destinarla al 
establecimiento o mantenimiento y utilización sostenible de los bosques y 
demás coberturas vegetales naturales. 
- Reserva de protección ambiental: para esta definición deberá partirse de  la que trae 
aparejada el artículo 79 de la Constitución Política, en la que se establece que es 
deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, así como de la 
conservación de las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación 
para lograr estos fines. Que para la salvaguarda y protección de esta finalidad 
definida por la Carta de derechos, Colombia, a través de su máximo órgano 
legislativo, ha procedido a dictar normas en las cuales se le da relevancia al 
concepto de protección en materia ambiental, como se ha planteado en diferentes 
normativas, a saber el Decreto Ley 2811 de 1974, la Ley 99 de 1993, la Ley 
165 de 1994 y el Decreto Ley 216 de 2003, entre otras. Ahora bien, las reservas de 
protección ambiental, son aquellos espacios que gozan de salvaguarda legal y 
constitucional, por constituir zonas en las que confluyen factores propicios o 
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adecuados para el desarrollo de los ecosistemas propios de cada territorio y que se 
definen como aptos para la existencia y preservación de la flora y la fauna. 
Reserva Natural: El artículo 109 de La ley 99 de 1993 la define así:  
…denomínase Reserva Natural de la Sociedad Civil la parte o el todo del área 
de un inmueble que conserve una muestra de un ecosistema natural y sea 
manejado bajo los principios de la sustentabilidad en el uso de los recursos 
naturales, cuyas actividades y usos se establecerán de acuerdo a 
reglamentación, con la participación de las organizaciones sin ánimo de lucro 
de carácter ambiental.  
-Suelo de Protección: según la definición contenida dentro del Decreto  2372 de 
2010 es aquel espacio que está constituido por las zonas y áreas de terrenos 
localizados dentro de cualquiera de las clases de suelo de que trata la Ley 388 de 
1997 y que tiene restringida la posibilidad de urbanizarse debido a la importancia 
estratégica para la designación o ampliación de áreas protegidas públicas o privadas, 
que permitan la preservación, restauración o uso sostenible de la biodiversidad, de 
importancia municipal, regional o nacional. 
Por otro lado el artículo 35 de la Ley 388 de 1997 establece que es el: 
Constituido por las zonas y áreas de terreno localizados dentro de cualquiera de las 
anteriores clases, que por sus características geográficas, paisajísticas o ambientales, 
o por formar parte de las zonas de utilidad pública para la ubicación de 
infraestructuras para la provisión de servicios públicos domiciliarios o de las áreas 
de amenazas y riesgo no mitigable para la localización de asentamientos humanos, 
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tiene restringida la posibilidad de urbanizarse. 
- Zonas de amortiguamiento: trayendo a colación nuevamente el Decreto 2372 de 
2010, se establece que el ordenamiento territorial de la superficie de territorio 
circunvecina y colindante a las áreas protegidas deberá cumplir una función 
amortiguadora que permita mitigar los impactos negativos que las acciones 
humanas puedan causar sobre dichas áreas. El ordenamiento territorial que se 
adopte por los municipios para estas zonas deberá orientarse a atenuar y prevenir las 
perturbaciones sobre las áreas protegidas, contribuir a subsanar alteraciones que se 
presenten por efecto de las presiones en dichas áreas, armonizar la ocupación y 
transformación del territorio con los objetivos de conservación de las áreas 
protegidas y aportar a la conservación de los elementos biofísicos, los elementos y 
valores culturales, los servicios ambientales y los procesos ecológicos relacionados 
con las áreas protegidas. 
- Zonas y predios sujetos a las actuaciones de urbanización: el Decreto 4065 del 2008 
dispone:  
Se someterán a las actuaciones de urbanización todos los predios urbanizables 
no urbanizados a los que se les haya asignado el tratamiento urbanístico de 
desarrollo y a los predios sin urbanizar a los que se les haya asignado un 
tratamiento urbanístico distinto. 
 Parágrafo. En todo caso, se excluirán de las actuaciones de urbanización las 
zonas clasificadas como suelo de protección según lo previsto en el artículo 35 
de la Ley 388 de 1997; los predios que se hayan desarrollado por procesos de 
urbanización o construcción con fundamento en actos administrativos 
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expedidos por las autoridades competentes; las zonas o barrios consolidados 
con edificaciones, y los asentamiento de hecho que deban ser objeto de 
procesos de legalización y regularización urbanística previstos en la ley.  
- Concepto de medio ambiente: es así como el desarrollo deberá extenderse a 
políticas de carácter internacional, generadas por la constante globalización 
existente en la actualidad, encaminadas a generar criterios universales que 
garanticen y promulguen lo que debe considerarse como un ambiente. El concepto 
medio ambiente, desde la perspectiva de las sentencias estudiadas, se relaciona 
directamente con el uso, aprovechamiento y conservación de los recursos naturales, 
buscar el equilibrio de los ecosistemas y la protección de la diversidad biológica y 
cultural, además de esto la calidad de vida del hombre quien es parte integral del 
mundo natural. Estos derechos han sido acogidos por la Constitución Política, al 
buscar que existan normas que protejan estos derechos con estrategias de garantías y 
desarrollo. 
- ¿Pero que debe entenderse por un medio ambiente sano? 
Para responder a la pregunta se debe establecer que la protección al medio ambiente 
supone el uso, aprovechamiento y conservación adecuada de los recursos naturales, 
propios de cada país o sector. El objetivo es buscar el equilibrio de los ecosistemas 
y la protección de la diversidad biológica y cultural, además de esto la calidad de 
vida del ser humano.  
- En Sentencia T 622 de 2016, la Corte ha considerado al ambiente como un bien 
jurídico constitucionalmente protegido, atribuyéndole al Estado la obligación de 
protegerlo y conservarlo, en aras de que el mismo pueda continuar siendo fuente de 
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recursos a futuro, en especial para el disfrute y goce de las generaciones venideras, 
buscando también que el desarrollo económico y social sea compatible con las 
políticas que buscan salvaguardar las riquezas naturales de la nación. Además se 
puede hacer exigible por cualquier vía judicial, razón por la cual es considerado un 
derecho colectivo que tiene como finalidad última la perpetuación del ser humano 
en condiciones idóneas y adecuadas que le permitan generarse el sustento adecuado 
para su existencia. En éste sentido, el desarrollo urbanístico de una ciudad, 
aterrizado en los POT, están llamados a sujetarse a los lineamientos de protección 
ambiental, especialmente los que ordenan el recurso hídrico y le otorgan una 
categoría especial, pues éste comporta un interés colectivo superior e imprime un 
beneficio mayor, verbigracia el Decreto 1076 de 2015 que define políticas y 
regulaciones a las que se sujetará la recuperación, conservación, protección, 
ordenamiento, manejo, uso y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
renovables y del ambiente de la nación. 
Capítulo I 
1.1. Relevancia de las Zonas de Protección en Colombia 
A partir de los diversos avances jurídicos y sociológicos recabados a partir de la 
constitución de 1991 y a su vez con la normatividad aplicable al tema ambiental, que ha 
tenido un auge sostenido a lo largo de los años, se han podido cimentar disposiciones en las 
cuales se ha optado por incluir de manera constante la protección del ambiente en todo el 
sentido de la palabra. De acuerdo a los diferentes estudios y foros realizados, se ha 
establecido la imperiosa necesidad de proteger y salvaguardar al mismo, mediante la 
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implementación de políticas que permitan realizar acciones y procesos que deriven en una 
protección integral. 
En este mismo orden de ideas, se hace necesario rescatar que, si bien en la Carta 
Política no se menciona de manera extensa este tipo de salvaguarda, sí se ha optado por 
adecuarla mediante los fallos emitidos por las altas Cortes en Colombia, en los que se le ha 
dado una relevancia tal que ha adquirido protección constitucional y se ha vuelto en 
determinados aspectos derechos fundamentales. Más importante aún, se le empezó a dar 
una concepción mucho más amplia, pues se determinó que el medio ambiente debe 
equipararse con los demás derechos inherentes al ser humano y la sociedad en Colombia, 
primero porque se erigió como eje fundante del Estado Social De Derecho, razón por la 
cual adquirió una connotación importante para el establecimiento de lo que en la actualidad 
se conoce como dignidad humana. 
Por lo anterior, la Constitución Política colombiana, a través de los fallos sobre la 
materia, ha establecido que el ambiente debe revestirse con aquellos tópicos que lo 
conviertan un derecho de interés superior y por tanto de rango constitucional, motivaciones 
suficientes para otorgarle la denominación de constitución ecológica, que desarrolla en su 
articulado políticas que posibilitan una serie de derechos y deberes frente a este tema. Lo 
mencionado se traduce en que la Constitución trae consigo una serie de prerrogativas que 
tienen como finalidad certificar que tanto el hombre como su entorno puedan converger en 
espacios que permitan integrar los derechos que promulga en ella se promulgaron, por lo 
tanto se hace énfasis en que al ser humano se le deben garantizar espacios idóneos en los 
cuales pueda ejercer y requerir el cumplimiento de su derechos y más aún de sus deberes. 
(Corte Constitucional, Sentencia T 325, 2017). 
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1.2. Rio Blanco. 
Respecto al tema en estudio, se trata de la protección especial que tiene la 
denominada Reserva Forestal Protectora de Río Blanco y Quebrada Olivares, la cual 
constituye una de las regiones más ricas en biodiversidad del mundo. En contraste, es una 
de las más amenazadas y menos estudiadas que, debido a su conformación y a su riqueza 
ambiental, hídrica de flora y fauna, se considera una zona altamente biodiversa, pues se 
encuentra entre las 25 regiones prioritarias para la conservación del planeta. (Corporación 
Autónoma Regional de Caldas, 2010) 
Para entender un poco más sobre la reserva, es importante traer a colación la 
definición contemplada por la Corporación Autónoma Regional (CAR) de Manizales -
CORPOCALDAS, en cual se establece que la conservación de esta es de suma importancia 
para el mundo, pues en el sector confluyen tanto el bosque húmedo montañoso y el páramo, 
ecosistemas ampliamente propicios para la generación y conservación de la flora y fauna 
propios de estos espacios. (Corporación Autónoma Regional de Caldas, 2010) 
 Regionalmente, la reserva actúa como pieza clave para el corredor biológico 
existente que conecta el Parque Nacional Natural Los Nevados, con las zonas boscosas de 
los municipios de Manizales, Neira y Villamaría, al involucrar el PNN Los Nevados, 
Reserva Torre Cuatro, Reserva de la CHEC, Subcuenca del Río Guacaica, Monteleón y 
demás fragmentos boscosos, tanto del noroccidente como del sur occidente, a través de la 
zona Amortiguadora del PNN Los Nevados, factor que facilita y favorece, la conservación 
de la biodiversidad regional. Se hace imperioso también resaltar que uno de los aspectos 
más importantes desde la perspectiva ambiental de la reserva para la región, constituye el 
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hecho de suministrarle el agua a la ciudad de Manizales, en una proporción del 35% de la 
demanda.  
Por otro lado, también debe subrayarse que la Reserva es un sector reconocido por 
ser altamente turístico por su diversidad de animales, destacándose entre ellos la 
observación de aves y a su vez por su pluralidad de paisajes que se pueden observar en 
diversos puntos de la misma. 
Sin embargo, uno de los aspectos más importantes y relevantes es respecto al agua, 
pues debido a la ubicación geográfica se puede predicar y se ha establecido a través de 
diversos análisis efectuados por la Institución Alexander Von Humbolt que la calidad del 
agua de la Reserva es óptima y apta para el consumo humano, pues cumple con las normas 
de la Organización Mundial de la Salud OMS. Pero a su vez se hace necesario mencionar 
que a la fecha existen determinadas fuentes de contaminación, que se producen 
principalmente en y por los predios de propiedad privada, especialmente donde se 
desarrollan actividades domésticas en los predios (carencia de sistemas de tratamiento de 
aguas residuales), actividad agrícola (empleo de agroquímicos), actividad pecuaria (arrastre 
de heces fecales y turbiedad a causa de la erosión). 
Por lo anterior, a través de diversas prerrogativas y normativas se le ha dado una 
protección especial a la Reserva, encontrándose dentro de ellas el Plan de Ordenamiento de 
la Cuenca del Río Chinchiná de 2013, que cataloga la Reserva de Río Blanco como 





2.1 Del conflicto normativo de los Planes de ordenamiento territorial del 2001 al 2017.  
El Acuerdo Municipal N. 508 de 2001, “Por medio del cual se adopta el Plan de 
Ordenamiento territorial del municipio de Manizales” estableció como uno de sus objetivos 
“Conseguir una relación sostenible entre el medio ambiente y el desarrollo físico-
territorial”. El respeto a las condiciones naturales del terreno, su geografía, su geología y su 
hidrografía serían la base del crecimiento urbano y del desarrollo de todas las actividades 
económicas, además éste POT se compromete expresamente a trabajar de manera 
permanente en el ordenamiento de los territorios de la cuenca hidrográfica del río 
Chinchiná como ecosistema estratégico, buscando con ello preservar el recurso hídrico de 
manera sostenida. (Acuerdo 508, 2001) El fuerte interés que tiene el Acuerdo Municipal 
para la conservación de fuentes hídricas no se agota allí, más adelante en su artículo 9 
establece como estrategia el manejo sostenible para la conservación de las fuentes de agua, 
mediante la preservación de las microcuencas y abastecedores de acueductos. El artículo 11 
del mismo estableció: 
Artículo 11°-- Suelo de expansión urbana. Durante la vigencia del Plan de 
Ordenamiento Territorial que se adopta por medio del presente acuerdo, no se 
destina ninguna porción del territorio municipal como suelo de expansión 
urbana. Parágrafo 1° -- Para definir la incorporación de áreas del suelo rural y/o 
del suelo suburbano como suelo de expansión urbano, deberá iniciarse un 
procedimiento de revisión del Plan de Ordenamiento Territorial adoptado por 
medio del presente acuerdo. La revisión se sujetará a las reglas previstas en este 
acuerdo, coincidente con lo PLAN DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL DE 
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MANIZALES 14 establecido por la ley 388 de 1.997 en su ArtÌculo 28 y por el 
Decreto 879 de 1.998 en su ArtÌculo 9. Parágrafo 2° -- El cambio en la 
clasificación del Suelo Rural o Suelo Suburbano a Suelo de Expansión, deberá 
ser aprobado mediante acuerdo del Concejo Municipal. 
Para entrar a identificar la problemática propia del presente análisis, nos permitimos 
resaltar los elementos fundantes y procedimentales de los Planes de Ordenamiento 
Territorial, de acuerdo a la normatividad aplicable, a saber, la contenida en la Ley 388 de 
1997, norma en la cual se establece que se deben surtir tres etapas, las cuales se enmarcan 
en las siguientes: 
1. Formulación 
2. Concertación  
3. Aprobación 
Finalidades del POT: 
1. Orientar el desarrollo del territorio Regular la utilización 
2. Transformación y ocupación del suelo  
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3. Armonización del medio ambiente, las tradiciones históricas y culturales y el 
desarrollo socioeconómica del sector
 
                           Fuente: 
http://www.minvivienda.gov.co/POTPresentacionesGuias/Diagnostico%20en%20los%20POT.pdf 
Conforme a lo preceptuado por la normativa en precedencia se tiene que: 
“Artículo 23. Formulación de los planes de ordenamiento territorial. En un 
plazo máximo de dieciocho (18) meses a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley, las administraciones municipales y distritales con la participación 
democrática aquí prevista, formularán y adoptarán los planes de Ordenamiento 
Territorial, o adecuarán los contenidos de ordenamiento territorial de los planes 
de Desarrollo, de conformidad con lo dispuesto en la presente ley. 
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En lo sucesivo dentro de los seis (6) meses anteriores al vencimiento de la 
vigencia del plan de Ordenamiento, las administraciones municipales y 
distritales deberán iniciar el trámite para la formulación del nuevo plan o su 
revisión o ajuste. (Subrayado fuera del texto) 
En la formulación, adecuación y ajuste de los planes de ordenamiento se tendrá 
en cuenta el diagnóstico de la situación urbana y rural y la evaluación del plan 
vigente.” (...). 
          Y de igual manera se establece que: 
Artículo 28. Vigencia - revisión del plan de ordenamiento. Los planes de 
ordenamiento territorial deberán definir la vigencia de sus diferentes 
contenidos y las condiciones que ameritan su revisión en concordancia con 
los siguientes parámetros: 
1. El contenido estructural del plan tendrá una vigencia de largo plazo, que 
para este efecto se entenderá como mínimo el correspondiente a tres (3) 
períodos constitucionales de las administraciones municipales y distritales, 
teniendo cuidado en todo caso de que el momento previsto para su revisión 
coincida con el inicio de un nuevo período para estas administraciones. 
(Subrayado fuera del texto) 
2. Como contenido urbano de mediano plazo se entenderá una vigencia 
mínima correspondiente al término de dos (2) períodos constitucionales de 
las administraciones municipales y distritales, siendo entendido en todo caso 
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que puede ser mayor si ello se requiere para que coincida con el inicio de un 
nuevo período de la administración. 
3. Los contenidos urbanos de corto plazo y los programas de ejecución 
regirán como mínimo durante un (1) período constitucional de la 
administración municipal y distrital, habida cuenta de las excepciones que 
resulten lógicas en razón de la propia naturaleza de las actuaciones 
contempladas o de sus propios efectos. 
4. Las revisiones estarán sometidas al mismo procedimiento previsto para su 
aprobación y deberán sustentarse en parámetros e indicadores de 
seguimiento relacionados con cambios significativos en las previsiones 
sobre población urbana; la dinámica de ajustes en usos o intensidad de los 
usos del suelo; la necesidad o conveniencia de ejecutar proyectos de 
impacto en materia de transporte masivo, infraestructuras, expansión de 
servicios públicos o proyectos de renovación urbana; la ejecución de 
macroproyectos de infraestructura regional o metropolitana que generen 
impactos sobre el ordenamiento del territorio municipal o distrital, así como 
en la evaluación de sus objetivos y metas del respectivo plan.”(Subrayado 
fuera del texto). 
También consideramos necesario poner en consideración la definición de qué se entiende 
por planes parciales, de acuerdo a la Ley 388 de 1997, a saber: 
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Artículo 19. Planes parciales. Los planes parciales son los instrumentos 
mediante los cuales se desarrollan y complementan las disposiciones de 
los planes de ordenamiento, para áreas determinadas del suelo urbano y 
para las áreas incluidas en el suelo de expansión urbana, además de las que 
deban desarrollarse mediante unidades de actuación urbanística, 
macroproyectos u otras operaciones urbanas especiales, de acuerdo con las 
autorizaciones emanadas de las normas urbanísticas generales, en los 
términos previstos en la presente ley. (...) 
Ahora bien, referente a la normatividad aplicable, en aquellas ocasiones en las cuales 
la administración considere oportuno o viable intervenir sectores de la ciudad, deberá 
soportar y acreditar mediante estudios técnicos la necesidad de los mismos y a su vez se 
requerirá que este tipo de modificaciones sean enunciadas y pactadas dentro del POT, pues 
lo que se busca es estabilidad jurídica y material que garanticen la preservación y 
conservación de las diversas zonas de la ciudad, bien sea áreas, rurales, urbanas, suburbanas, 
de protección, conservación o de expansión. Esto asegura además el bienestar general sobre 
el particular, pues desafortunadamente pueden configurarse actos mediante los cuales se le 
otorgan potestades a personas ajenas al desarrollo social, económico, cultural o turístico de 
la territorialidad, es así que mediante el POT del año 2001 se optó por consagrar lo 
siguiente: 
Artículo 11°-- Suelo de expansión urbana. Durante la vigencia del Plan de 
Ordenamiento Territorial que se adopta por medio del presente acuerdo, no 
se destina ninguna porción del territorio municipal como suelo de expansión 
urbana.  
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Parágrafo 1° -- Para definir la incorporación de áreas del suelo rural y/o del 
suelo suburbano como suelo de expansión urbano, debe iniciarse un 
procedimiento de revisión del Plan de Ordenamiento Territorial adoptado 
por medio del presente acuerdo. La revisión se sujetará a las reglas previstas 
en este acuerdo, coincidente con lo establecido por la ley 388 de 1.997 en su 
Artículo 28 y por el Decreto 879 de 1.998 en su Artículo 9.  
Parágrafo 2° -- El cambio en la clasificación del Suelo Rural o Suelo 
Suburbano a Suelo de Expansión, deberá ser aprobado mediante acuerdo del 
Concejo Municipal. 
De acuerdo a lo anterior, se puede establecer claramente que la norma trae consigo 
una prohibición expresa en la cual se determina que en vigencia de ese Plan de 
Ordenamiento Territorial, no se podría destinar ninguna porción del territorio para el 
desarrollo de actividades diferentes a las consagradas en el POT, o aquellas en las cuales se 
requiriera de manera urgente la intervención en determinadas zonas, lo anterior en aras de 
garantizar transparencia en los procesos desarrollados por la administración y a su vez para 
garantizar y conservar las áreas protegidas o de conservación. 
De lo citado en precedencia, puede concluirse que los POT, son herramientas que 
permiten a los entes territoriales organizarse en pro de sus necesidades y de las fortalezas del 
suelo existente y más aún, establecen criterios que se encaminan a la protección integral y 
efectiva de los recursos naturales, bien sea de carácter renovable o no renovable, toda vez 
que este tipo de elementos garantizan la existencia del hombre dentro de un entorno 
adecuado, razón por la cual se puede observar que de manera deliberada y aun con 
conocimiento de la severidad taxativa contenida en estas normas, el legislador y a su vez el 
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ejecutivo realizaron o pretendieron generar cambios sustanciales al deber ser de la norma, 
adecuándola a intereses impropios de la administración pública. Resulta, entonces,  flagrante 
la vulneración de derechos y deberes por parte de los citados y todavía más grave, respecto a 
derechos de carácter constitucional en cuanto se están vulnerando derechos colectivos como 
el derecho al ambiente, pues como ya se ha manifestado la Reserva es una zona única e 
incomparable, dadora de elementos primordiales para el desarrollo de los ecosistemas 
propios del sector, pues se trata de una fuente generadora de recursos hídricos que abastecen 
no solo el municipio de Manizales, también otros municipios cercanos. 
En este punto donde se resalta la incoherencia entre los postulados establecidos a 
partir de la promulgación de Estado Social de Derecho cuando el mismo debe ser 
equiparado con intereses particulares que pretenden amarrar o utilizar los vacíos o en 
algunos casos, la falta de representación que el ambiente trae consigo, pues aun cuando se 
promulgan una serie de derechos a su favor, no tiene voz para poder ejercerlos o requerirlos. 
Así las cosas, las normas citadas solo quedan en un mero enunciado de valor y 
pueden ser “susceptibles” de amaño o de manipulación, pues como se evidenciará más 
adelante, se podrá determinar que quienes gozan del músculo financiero para desarrollar 
proyectos inmobiliarios pretenden disfrazar el desarrollo urbanístico de la ciudad por encima 
de las áreas determinadas como de amortiguamiento o de reserva y especial protección 
ambiental, tal como Río Blanco, pues según el Plan de Manejo expedido por Corpocaldas, 
se dejó constancia de los usos del suelo que pueden desarrollarse en el sector, para lo cual se 
identificaron 22 unidades homogéneas de tierra, que fueron valoradas de acuerdo a los 
requerimientos normativos y se procedió a la agrupación de las mismas por su semejanza en 
el tipo de requerimiento, de esta manera se constituyeron los tipos de uso potencial del 
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suelo. No obstante, este tipo de análisis no tiene aplicabilidad en una reserva forestal 
protectora, en consideración a los tratamientos y usos permitidos en la normatividad 
ambiental vigente; por lo tanto, sólo se pueden o podrán admitir tres tipos de tratamiento: 
preservación estricta, conservación activa, restauración y rehabilitación, con base en los 
cuales se desarrollará la zonificación. 
Este manual dictado en 2010 por la autoridad competente, restringe y por lo tanto 
imposibilita la intervención de la Reserva si no es por los tres tipos de tratamientos 
permitidos, por lo que pensar en cualquier tipo de uso de suelos diferente a estos significaría 
el incumplimiento de la normatividad aplicable y a su vez el desmedro de una zona 
“protegida”. Asimismo, y al tomar como punto de partida el Plan de Manejo de 
Corpocaldas, se debe hacer énfasis en que respecto al uso potencial del suelo, se generó un 
conflicto entre este y la normatividad vigente para las Reservas Forestales Productoras, pues 
debe hacerse una ponderación entre estas para poner en consideración el bien protegido o el 
mejor uso permitido para el desarrollo de proyectos en zonas con este tipo de connotaciones, 
sin embargo, también se resaltó que este tipo de cuestiones o de choques, permitieron 
identificar las zonas de manejo para la Reserva Forestal Protectora de Río Blanco y 
Quebrada Olivares: Zona de Preservación estricta, Zona de Rehabilitación, Zona de 
Restauración y Zona de Conservación Activa. Esta zonificación no implica diferentes grados 
de protección, sino medidas de manejo especial a fin de garantizar el cumplimiento de los 
objetivos de conservación de la Reserva.  
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De la gráfica se puede determinar claramente que dentro del área correspondiente a 
la Reserva Río Blanco, el 100% de su suelo está destinada o catalogada como una zona 
especial, a la que se le aplica una normativa o protección determinada por ser áreas de suelo 
que requieren diferentes y diversas formas de intervención, manejo y cuidado, y se da como 
resultado la conclusión lógica seg´n la cual  el 100% de su suelo tiene protección especial, 
ninguna franja de terreno podrá ser utilizada o destinada a un uso diferente que a los aquí 
enmarcados. 
Yendo un poco más al fondo del asunto, consideramos oportuno mencionar los usos 




Lo anterior cobra relevancia cuando este Plan de Manejo encuentra su sustento en el 
artículo 31 de la Ley 99 de 1993, al expresar de manera taxativa que las CAR son las 
entidades competentes y encargadas de administrar y salvaguardar las Reservas forestales 
protectoras, como lo es la Reserva de Río Blanco, razón por la cual este manual que fuere 
expedido por la CAR, propia de la jurisdicción donde se encuentra la reserva, será quien 
emita y dicte los contenidos normativos y regulatorios que posibiliten el manejo y cuidado 
de la misma. Sin embargo, es menester resaltar que, en el año 2015, mediante la Resolución 
16 de mayo 08 Corpocaldas declaró como concertado el Plan Parcial la Aurora, el cual 
fuese aprobado mediante Decreto 0289 del 28 de mayo de 2015. 
Mediante Acuerdo número 573 de 2003: 
 Por medio del cual se modifica el plan de ordenamiento territorial del Municipio de 
Manizales, Artículo 7º -- Modificar el Artículo 11 del acuerdo 508 de 2001 de la 
siguiente manera: Artículo 11°-- Suelo de expansión urbana. Durante la vigencia del 
Plan de Ordenamiento Territorial que se adopta por medio del presente acuerdo. Se 
clasifican las siguientes áreas como suelo de expansión urbana: sector de la Aurora 
(polígono 4), sector del Rosario (Polígono 5), y sector de la Vereda Colombia 
(polígono 6); en todo caso para su desarrollo debe ser presentado a la administración 
Municipal, el respectivo Plan Parcial para su estudio y aprobación. Parágrafo --. Su 
delimitación se encuentra consignada en el Componente General, numeral 1.5.2 y en 
el Anexo 7, del Documento Técnico de Soporte del presente Plan de Ordenamiento 
Territorial y en el Plano BUR-67-1 versión 2003. (Subrayado fuera del texto). 
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Como se ve, en solo 2 años el Concejo Municipal de Manizales varía 
intempestivamente el uso del suelo del polígono 4, sector la Aurora, que es además una 
zona de protección forestal, hídrica y ambiental, con relación a ésta determinación se 
observan varias irregularidades a saber: 
En primer lugar, como se mencionó anteriormente, el contenido estructural del plan 
de ordenamiento territorial tendrá una vigencia de largo plazo, que se entenderá como 
mínimo el correspondiente a tres (3) períodos constitucionales, teniendo en cuenta que el 
momento previsto para su revisión coincida con el inicio de un nuevo período para estas 
administraciones. Se tiene  que el artículo 15 de la ley 388 de 1997 establece que son 
normas urbanísticas estructurales las que aseguran la consecución de los objetivos y 
estrategias adoptadas en el componente general del plan, además, éstas normas prevalecen 
sobre las demás, en el sentido que las regulaciones de otros niveles no pueden adoptarse ni 
modificarse contraviniendo lo que éstas establecen, su revisión solamente puede 
emprenderse a partir de la revisión general del plan o excepcionalmente a iniciativa del 
Alcalde Municipal, con base en motivos o estudios técnicos debidamente sustentados. El 
mismo artículo establece que son normas estructurales las que definen áreas de protección y 
conservación de los recursos naturales y paisajísticos y en general todas las que conciernen 
al medio ambiente, las cuales, en ningún caso, salvo en el de la revisión del plan, serán 
objeto de modificación.  
En consonancia con lo anterior, el artículo 9 del Decreto 879 de 1998, establece que 
el componente general del plan comprende la totalidad del territorio del municipio y 
prevalece sobre los demás componentes; define como contenido estructural las medidas 
para la protección del medio ambiente, conservación de los recursos naturales y protección 
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del patrimonio ambiental. El quinto inciso define además como contenido estructural, la 
clasificación del territorio en suelo urbano rural y de expansión urbana. Finalmente, el 
parágrafo del mismo dispone que todas las decisiones y definiciones de política del 
contenido estructural del componente general se traduce en normas urbanísticas 
estructurales, que prevalecen sobre las demás normas urbanísticas y sólo pueden 
modificarse con motivo de la revisión general del plan. 
Visto así, el Acuerdo Municipal número 508 de 2001, específicamente en lo que 
concierne con el cambio de determinación de inexistencia de zonas de expansión urbana a 
la inclusión del polígono la Aurora como suelo de expansión urbana, como norma 
urbanística estructural y sujeta a un periodo de largo plazo, solamente pudo haberse 
expedido pasados tres (3) períodos constitucionales de la administración municipal con 
ocasión a una revisión general que coincidiera con el inicio de un nuevo periodo 
administrativo. 
Bajo el segundo supuesto, es decir, que dicha modificación se hiciera a iniciativa 
del Alcalde Municipal aportando debidamente soportes técnicos del cambio de destinación 
del uso del suelo, no se ha hallado evidencia de estudios técnicos o de otra índole que 
justifiquen la variación intempestiva de la destinación del polígono la Aurora y permitan 
avizorar un procedimiento regular que han desembocado en la concesión de licencias 
urbanísticas contiguas a una reserva ambiental. Aun cuando existieren los mencionados 
estudios, la Curaduría Urbana No. 2 de Manizales expidió la resolución No. 220004-2016 
del 31 de mayo de 2016 “Por la cual se aprueba el proyecto urbanístico general pug y se 
concede licencia de urbanización para las etapas 1 a 5 de la ciudadela la Aurora en el 
Municipio de Manizales”, se encuentra en la zona de amortiguamiento de la Reserva de Río 
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Blanco, es decir, una zona que presenta restricción para ejecutar proyectos urbanísticos, en 
virtud de su importancia como barrera de protección. 
Capítulo III 
De los procesos judiciales en curso 
Una vez extrapolada la idea central del presente trabajo, se debe manifestar que en 
la ciudad de Manizales se concedió el permiso de intervención para el desarrollo de un plan 
urbanístico dentro de la zona protegida conocida como Río blanco, que dicha autorización 
fue concedida a favor de la constructora CFC, una entidad reconocida tanto a nivel nacional 
como internacional y que se encarga de la realización de proyectos de infraestructura de 
vivienda urbana y rural. Es así que las licencias ya enunciadas con anterioridad pretenden 
otorgarle licencias de construcción y urbanismo a la citada entidad para la construcción de 
unidades de vivienda dentro del sector de la Aurora sin tener en cuenta cada uno de las 
prohibiciones y formalidades que establece la ley, e incluso la constitución para desarrollar 
obras de este carácter dentro de zonas declaradas protegidas o de conservación. Es así que 
puede deprecarse que con la concesión otorgada a la constructora CFC se están 
beneficiando intereses particulares, aun cuando la norma es clara en cuanto se debe 
mantener y garantizar el interés general, que para el presente caso está orientado a proteger 
y salvaguardar los derechos de carácter ambiental sustentados dentro de la constitución de 
1991. Esta situación ha generado que por parte de las entidades centralizadas e incluso 
descentralizadas del Municipio de Manizales se hayan otorgado, revocado, modificado o 
adicionado normativas en las cuales se pone en entredicho la importancia de este tipo de 
espacios, desembocando por la misma vía en desviaciones de poder y/o de autoridad, sin 
embargo este trabajo no pretende hacer señalamientos de este tipo, sino por el contrario 
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generar postulados constructivos y eficaces que permitan rescatar el valor y relevancia de 
estos espacios, que para la presente se trata de la reserva Río Blanco de la ciudad de 
Manizales.  
Ante esta situación se ha procedido por parte de la ciudadanía y por ONG's a 
presentar e invocar acciones en las cuales se propenda por la salvaguarda de este tipo de 
espacios. En consecuencia, se instauró una acción popular y  una demanda de nulidad 
simple, que en resumen pretenden declarar la nulidad absoluta de los actos administrativos 
en los cuales se otorgaron las licencias tanto de intervención, construcción y urbanismo 
para el desarrollo de la ciudadela Tierra Viva de la ciudad de Manizales y que se encuentra 
ubicado en la contera e incluso dentro de la zona influencia de la reserva Río Blanco, que 
dentro de la acción de nulidad propuesta se solicitó una serie medidas cautelares que tenían 
como pretensión principal suspender provisoriamente o de manera provisional los actos 
administrativos mediante los cuales se cumplieron las licencias de intervención para el 
desarrollo de la ciudadela en comento3. En razón de lo anterior, justificado ante el despacho 
de conocimiento, este mismo juzgado, decretó la suspensión de manera provisional de estos 
actos administrativos, y terminó por reconocer la importancia proteger estos ecosistemas, 
rehaciendo no solamente su valor social sino ambiental.  
Conclusiones 
- La variación intempestiva de los Planes de Ordenamiento Territorial, en el 
Municipio de Manizales, sin la sujeción estricta a las formalidades establecidas en 
la ley y los Planes de Ordenamiento Territorial, han generado la vulneración del 
 
3  Biociudadela Tierraviva, proyecto de vivienda urbana en Manizales que está en manos de la constructora 
CFC. 
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derecho al medio ambiente sano, y en consecuencia a derechos fundamentales que 
gozan de protección constitucional. 
- La variación de los Planes de Ordenamiento Territorial, en el Municipio de 
Manizales, sin la sujeción estricta a las formalidades establecidas en Ley generan 
inseguridad jurídica e ineficacia de la norma en materia de protección y salvaguarda 
de ecosistemas de especial protección, situación que pone en alto riesgo el recurso 
hídrico del municipio. 
- Los postulados del Estado Social de Derecho, encaminados a la salvaguarda de 
derechos superiores, como el derecho al ambiente sano, no guarda coherencia con 
los Planes de Ordenamiento Territorial y el desarrollo urbanístico del municipio de 
Manizales, pues a pesar de contener formalidades encaminadas al bienestar social y 
la protección del recurso hídrico, se evidencia un interés preponderante de la 
Administración Municipal por favorecer intereses particulares.  
Recomendaciones 
- La Administración Municipal debe reconocer la importancia de la participación 
ciudadana y trabajar de manera conjunta con las organizaciones, movimientos 
ambientales y grupos interdisciplinarios por la consecución de herramientas 
jurídicas que permitan de manera paralela tanto el desarrollo urbanístico y 
ordenamiento territorial como la protección de reservas ambientales y/o ecosistemas 
estratégicos, que procuren el bienestar social. 
- Los responsables de la aplicabilidad de los Planes de Ordenamiento Territorial 
tienen el deber de responder a los términos y formalidades que delimitan su actuar, 
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direccionados a generar seguridad jurídica en materia de protección y salvaguarda 
ambiental. 
- La Administración Municipal debe interpretar de manera conjunta y hermenéutica 
la totalidad de leyes, jurisprudencia y normatividad internacional a la hora de tomar 
sus decisiones, y de este modo integrarse a todos los avances y pronunciamientos en 
materia de protección ambiental que se están dando en todas las esferas nacionales e 
internacionales. 
- La Corporación Autónoma Regional de Caldas, en conjunto con la Administración 
Municipal, deben asumir estudios serios, con la rigurosidad científica debida, 
previos al otorgamiento de licencias de urbanización, que propendan mayormente 
por prevenir desastres ambientales y generen la protección material al recurso 
hídrico así como de la fauna y flora de la región, en consonancia con la llamada 
Constitución Ecológica que reivindica, mediante los fallos de las altas cortes, el 
derecho al ambiente sano como derecho fundamental. 
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